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ADQUISICION.

-------------------------------------------------------

. separa de nacimiento.

. modos originarios y derivativos.

. Art. 609.

-------------------------------------------------------

. separa de nacimiento.

Como ha puesto de manifiesto Von Thur, los derechos subjetivos nacen, se adquieren, se modifican y se extinguen sin que puedan confundirse los conceptos de adquisición y nacimiento.

El nacimiento es el momento en que el derecho adquiere existencia concreta. La adquisición es la incorporación de un derecho subjetivo al sujeto que va a ser su titular. Puede producirse por un hecho natural (como el aluvión) o por un acto jurídico (como la ocupación), o por un negocio jurídico.

. modos originarios y derivativos.

Pero más interés que esta diferencia, tiene la clasificación entre modos de adquirir originarios y derivativos.

Los originarios son aquellos en los que el titular del derecho subjetivo lo adquiere sin conexión alguna con el titular anterior, por contra en los derivativos se adquiere en conexión con aquel titular anterior y en consecuencia la adquisición se produje con todas la cargas que pesaban sobre el titular anterior.

El C ci recoge esta distinción, implícitamente, en su art 609 cuando dice que:
"La propiedad se adquiere por la ocupación.
La propiedad y los demás derechos sobre los bienesse adquieren y transmiten por la ley, por donación, por sucesión testada e intestada y por consecuencia de ciertos contratos mediante la tradición.
Pueden  también  adquirirse  por  medio  de  la prescripción.".

Y según peculiar interpretación del profesor Viñas Mey:

a) El p 1 recoge los modos originarios.
b) el P 2 los derivativos.
c) El p 3 la usucapión, porque al publicarse el C ci estaban candente la discusión de si era un modo originario o derivativo y la ley no quiso tomar partida en ella.
MODIFICACION.

-------------------------------------------------------

. modificaciones subjetivas.

. modificaciones objetivas.

-------------------------------------------------------

    Los derechos subjetivos pueden estar sujetos a múltiples modificaciones, señalaremos las más importantes;

. modificaciones subjetivas.

    Que pueden ser:

    1) Por sustitución de un sujeto, son los casos de:

a) Cesión de créditos regulada indebidamente por el C ci en los arts 1256 y siguientes dentro del titulo de la compraventa.

b) Novación por cambio de deudor o acreedor.

c) Asunción de deuda: admitida por el TS en importante sentencia de 10 de Febrero de 1950, en base al trabajo del profesor de Diego sobre la transmisión de las obligaciones.

    2) Por cambio del número de titulares; de uno en varios o de varios en uno.

    3) Por adquisición constitutiva; creando un derecho filial.

    4) O por la dejación de un derecho como sucede en la renuncia.

. modificaciones objetivas.

    Que pueden ser cuantitativas (ya sea por incremento o por disminución) o cualitativas en las que el objeto del derecho se transforma.

TRANSMISIÓN.

. define y clases.

    La sucesión es definida por Savigny como el "cambio puramente subjetivo en una relación permaneciendo esta inalterable.".

    La transmisión puede diferenciarse entre la universal o particular y la inter vivos o mortis causa. Y ambas a su vez puede combinarse, así;

1) Cabe hablar de una sucesión mortis causa a título universal o a titulo particular. Pero teniendo en cuenta que como observa Lacruz; ni toda sucesión a titulo particular es legado (por ejemplo no es legado el usufructo del cónyuge viudo), ni todo legado es sucesión (por ejemplo no lo es el legado de perdón).

2) Y cabe hablar también de una sucesión inter vivos a titulo particular o a título universal. Si bien esta última no la admiten los autores por considerar que equivaldría a la muerte civil: un supuesto excepcionalísimo lo encontramos en el Art. 142 de la Ley de Sociedades Anónimas relativo a la fusión de sociedades.

    Por lo demás, la sucesión inter vivos a título particular es lo que técnicamente se conoce con el nombre de enajenación; si bien la enajenación es un termino mas restringido, pues toda enajenación es sucesión pero no toda sucesión es enajenación.

Y EXTINCION.

. actos inequívocos.

    Es la separación absoluta del Derecho que deja de existir para su titular y para los demás. Luego toda extinción supone perdida, pero no toda perdida supone extinción. Y dentro de la perdida, destaca por su importancia la Renuncia, respecto a la cual tiene declarado el TS que:

"...no es suficiente que se deduzca de actos equívocos sino que, como ha declarado esta Sala (Sentencias de 18 de Octubre de 1984, 3 de Marzo de 1986, 11 de Junio de 1987 y otras) la renuncia de derechos ha de ser precisa, clara y terminante, sin que sea lícito deducirla de actos de dudosa significación.". (TS 23 de Octubre de 1990).

LA SUBROGACION REAL.

-------------------------------------------------------

. define.

. tesis clásica.

. Planiol y Roca.

. casos en el C ci.

--------------------------------------------------------

. define.
La subrogación real supone "la sustitución jurídica de un bien por otro en el patrimonio de una persona, de modo que el bien nuevo ocupe el lugar del bien antiguo para ser sometido a un mismo régimen.".
En consecuencia requiere dos requisitos: el cambio de una cosa por otra, y la inmutabilidad jurídica a pesar del cambio operado.
. tesis.
La elaboración de esta figura ha sido realizada por la doctrina francesa que pronto se dividió en dos posturas opuestas: Para la tesis clásica la subrogación real se produce siempre en el patrimonio general. Así entiende Aubry y Rau que "Todo valor que entre en una universalidad jurídica se encuentra de pleno derecho subrogado al que reemplaza.". Predomino esta postura en el siglo XIX hasta que fue revisada por Planiol para quien la subrogación real se da siempre en los patrimonios especiales, pero nunca en los generales. Esta postura fue acogida por Roca, quien en la revista de Derecho Privado (1949) señalo que:
a) En el patrimonio general más que hablar de subrogación real hay que hablar de fungibilidad o simple sustitución.
b) En cambio en los patrimonios especiales impera la idea de "valor económico", que es el que debe permanecer intacto.
Y respecto a los bienes concretos la subrogación real solo tendrá lugar en los casos previstos por la ley o cuando así lo establezcan expresamente los interesados. Y en efecto, haciendo un recorrido por el código podemos señalar los siguientes supuestos:
1) El art 166 relativo a la enajenación de bienes de menores.
2) El 197: cuando desaparece el declarado fallecido y sus bienes han sido sustituidos por otros.
3) Los bienes que sustituyen a los enajenados por el tutor.
4) El art 513; supuesto de perdida de la cosa asegurada o expropiación en materia de usufructos y censos (art 1627).
5) El art 644 y siguientes en materia de efectos de la revocación de donaciones.
6) El art 783 relativos a las enajenaciones permitidas por el testador en las sustituciones fideicomisarias.
7) Los arts 811 y 812.
8) El art 974 y siguientes relativo a los bienes que sustituyen a los sujetos a reserva válidamente enajenados.
9) El art 1346, n° 3 y 4 que califica como bienes privativos de cada uno de los cónyuges:
"3) Los adquiridos a costa o en sustitución de bienes privativos.
4) Los adquiridos por derecho de retracto perteneciente a uno solo de los cónyuges.".
10) El art 1347, nº 3 que califica de gananciales a los bienes:
"Adquiridos a titulo oneorso a costa del caudal comun, bien se haga la adquisición para la comunidad, bien para uno solo de los esposos.".

Pero hay que tener e ncuenta que los supuestos citados no son los unicos ya que como dice Roca, en esta materia se aplica el principio de analogía.

LEGITIMACIÓN Y PODER DE DISPOSICIÓN.
. separa administración y disposición.
. separa de capacidad para disponer.
. separa de legitimación para disponer,
. acto nulo.
. separa administración y disposición.
Pasando al poder de disposición, como dice VILLAVICENCIO, para su perfecta comprensión hay que partir de la distinción entre:
+ negocios de administración, que atienden a la conservación o disfrute de un patrimonio.
+ y negocios de disposición en que  se crea, transmite, modifica o extingue un derecho.
Pues bien:
+ para los primeros basta la capacidad de obrar.
+ para los segundos es necesaria la capacidad de obrar o en otras palabras el poder de disposición.
Y en este sentido define VON THUR el poder de disposición como la relación que existe entre quien dispone y el patrimonio del que se dispone.
El poder de disposición presenta dos problemas básicos: diferenciarlo de la capacidad para disponer y diferenciarlo de la legitimación para disponer.
. separa de capacidad para disponer.
La doctrina clásica incluía el Poder de disposición dentro de la capacidad para disponer, pero debe diferenciarse claramente de esta porque:
+ la capacidad no es mas que una cualidad de la persona en si mismo considerada.
+ mientras que el poder de disposición implica una relación concreta con el derecho de que se dispone y en consecuencia:
Puede ocurrir que una persona que tenga poder de disposición no tenga capacidad de disposición (por ejemplo un propietario menor de edad) y a la inversa que una persona con capacidad de disponer no tenga poder de disposición respecto de un determinado derecho (piénsese en la limitación al poder de disposición que al cónyuge titular de la vivienda familiar le impone el articulo 1.320 del C ci aunque tenga plena capacidad para disponer. En este mismo sentido la Sentencia del TS de 28 de Marzo de 1990 se ocupa de un caso en que uno de los condueños; el que ostentaba la mayoría absoluta de las cuotas de participación, había arrendado la finca por el plazo de ocho años y señala:
"... si bien el arrendamiento es un acto de administración, ello quiebra cuando o bien por la naturaleza de la cosa o bien, como en el presente caso, por el largo tiempo que para su duración se estipule, 8 años, en el contrato, puede constituir un derecho real a favor del arrendatario inscribible en el Registro de la propiedad, por lo que al rebasar los limites de la que es pura administración, obligado es reconocer no se hallaba facultada la demandada como condueña, aun representando la mayor suma de intereses, para dar en arriendo el piso en común al exceder el plazo de arrendamiento de los seis años, sin la anuencia de todos los participes.....".
El c ci tampoco desconoce la distinción entre capacidad para disponer y poder de disposición, un claro ejemplo lo encontramos en el primer inciso del articulo 1. 160, cuando dice que:
"en las obligaciones de dar no será valido el pago hecho por quien no tenga la libre disposición de la cosa debida y capacidad para enajenarla.".
. separa de legitimación para disponer.

Y como dice LADARIA CALDENTEY tampoco cabe confundir el Poder de Disposición con la Legitimación para Disponer porque:
+ puede ocurrir que un no titular goce de poder de disposición (por ejemplo art 1.072 primer inciso del C ci).
+ Y a la inversa puede ocurrir que el titular no goce de poder de disposición, tal ocurre en los casos de legitimación indirecta, supuestos entre los que cabría encuadrar a la representación y a la sustitución.
. acto nulo.

Pues bien, de todo lo dicho hasta ahora se desprende que si los actos de disposición se realizan sin la concurrencia de poder de disposición son ineficaces, pero conviene tener en cuenta:
+ que el negocio podrá hacerse eficaz en virtud de la ratificación prevista por el articulo 1.259.
+ Que la protección de la apariencia jurídica puede atribuirle efectos; ya se habla entonces de una legitimación extraordinaria, cuyos supuestos mas notables serían:
1) Los arts 34 L.H. y 464 del C ci.
2) El art 85 del Co de co, sobre la mercadería comprada en tienda o almacén abierto al publico.
3) El art 1.738: sobre la subsistencia del poder extinguido.
4) Y el propio artÍculo 1.160 ya citado cuando finaliza diciendo que "sin embargo si el pago hubiere consistido en una cantidad de dinero o cosa fungibles no habrá repetición contra el acreedor que la hubiese gastado o consumido de buena fe.".
LAS PROHIBICIONES DE ENAJENAR.

-------------------------------------------------------

. requisitos.

. límites.

. perdida de eficacia por el paso del tiempo.

. inscribibilidad, Art. 26 y 27 de la L.H.

. prohibiciones de disponer y enajenaciones forzosas.

-------------------------------------------------------

. requisitos.

      Las prohibiciones de disponer pueden tener un origen legal, judicial o voluntario.

    Las limitaciones judiciales las estudiamos en el tema 29 de derecho reales al ocuparnos de los embargos.

    Las limitaciones legales son objeto de estudio en el tema de compraventa si bien aquí queremos hacer hincapié‚ en la irrelevancia a efectos civiles de aquellas normas administrativas que imponen una titularidad única del negocio, como ocurre en el caso de las farmacias o de las administraciones de loterías, pudiéndose ver respecto a este ultimo caso la sentencia del TS de 22 de Julio de 1997 (A 5807), que pese a imponer el Art. 183 de la Instrucción General de Loterías (Decreto de 23 de marzo de 1956) la prohibición a los administradores de ceder sus comisiones, admite no obstante la formación de una sociedad sobre el negocio sin que la inscripción de la empresa a nombre de una sola persona física, como exige la citada instrucción tenga mÁs efectos que atribuir a esta:

"...una titularidad "administrativa", acomodada a la normativa especial que rige las Administraciones de Loterías del Estado y por lo tanto mas bien impuesta y meramente formal, que no es incompatible y menos excluye que concurra una titularidad civil, en este caso plural, a favor de los dos hermanos fallecidos, como únicos herederos de la primitiva titular, pues dicho negocio se integra en su haber hereditario y ninguna disposición administrativa lo puede excluir, pues seria contradictoria frontal a la normativa sucesoria general...", y además...."la sanción de nulidad no se reputa aplicable a supuestos de vulneración de normas administrativas.".

    Finalmente, las limitaciones voluntarias son las que van a ocupar nuestra atención en el presente epígrafe.

      El C ci no contiene disposición alguna sobre ellas, si bien este vacío a podido ser en parte, compensado por los arts 26 y 27 de la L.H. que regulan su inscribibilidad cuando se constituyen a titulo gratuito, admitiendo por tanto su licitud.

      Y precisamente el admitirse su inscribibilidad ha sido dato esencial para admitir su existencia, tanto en negocios gratuitos (en cuyo caso serán inscribibles) como onerosos (en cuyo caso no lo serán), por ello la sentencia del TS de 26 de Julio de 1993 declara:

"....y así tenemos que cuando se dispongan en negocios jurídicos onerosos, a consecuencia de lo dispuesto en el Art. 27 de la L.H., al ser rechazados del campo del derecho de cosas, quedan marginados y encasillados en  el derecho de obligaciones, dentro del cual en principio la libertad de contratación del Art. 1255 del Código Civil las pone al resguardo de una auténtica validez.".

. límites.

      Son tres los  límites que se les impone:

      * Por una lado el Art. 785 del C ci en su nº 2 cuando dice que no surtirán efecto las disposiciones que contengan prohibición perpetua de enajenar y aun la temporal, fuera del límite señalado en el Art. 781; es decir: segundo grado. Doctrina esta aplicable a los negocios jurídicos inter vivos como reconoció la D.G.R.N. en su resolución de 25 de Junio de 1904.

      Sin embargo en contra se pronuncia, para supuestos de constitución a título oneroso, la sentencia del TS de 26 de Julio de 1993 que al estudiar un supuesto en que se vendió a una corporación municipal un inmueble prohibiéndole disponer "ad eternum" del mismo, para fines que no fueran estrictamente deportivos,  declaro;

"....y en punto al Art. 785, ha de verse que ni la sentencia lo invoca, ni tampoco podía hacerlo, porque su cita solo seria atendible para el supuesto de las prohibiciones de disponer por título gratuito en función de la limitación que en el se contiene y a efectos del Art. 26.3º de la Ley Hipotecaria.".

      * De otro lado deben de obedecer, conforme a reiterada jurisprudencia, a un interés legítimo, si bien no es necesario que se haga constar de manera expresa o tácita la causa de la prohibición. Sin embargo Diez Picazo (Sistema de Derecho Civil. tomo III) se pronuncia en contra de la necesidad de este interés legítimo diciendo:

"Ahora bien, de mantenerse este requisito no exigido por ningún texto del Código Civil ni de la Ley Hipotecaria la consecuencia lógica seria la perdida de eficacia de la prohibición en cuento aquel interés llegase a desaparecer.".

      En contra de este requisito se pronuncia también el Notario José‚ Maria Navarro Viñuales en su artículo "La Justa causa como requisito de validez en la prohibición de Disponer" (La Notaría. Enero de 1994 p g. 21).

      * Finalmente deben de establecerse en favor de determinada persona: La Sentencia de 3 de Noviembre de 1992 se ocupo del caso en que una cooperativa hizo constar en el pliego de condiciones para la adjudicación de sus plantas bajas que no podían dedicarse a la instalación de farmacias. Firmados los contratos de venta se incluyo en los mismos como condición resolutoria la obligación del comprador de no instalar, ni permitir que otra persona instalara con su autorización establecimiento farmacéutico abierto al público, así como a hacer constar dicha prohibición en cualquier contrato que se firmase relativo al inmueble. Ello no obstante, uno de los compradores, arrendó su planta baja para que el arrendatario, que también conocía, según declaró la sentencia, dicha limitación, estableciera en la misma un establecimiento farmacéutico. La Cooperativa insto y obtuvo la resolución de la compraventa, pero al interponer, otros farmacéuticos colindantes,  demanda solicitando la resolución del contrato de arrendamiento, el TS desestimó su pretensión diciendo en cuanto a la cuestión de fondo que;

"En definitiva el tema litigioso se centra en la validez y eficacia que pudiera tener el contrato de arrendamiento celebrado en contravención de la cláusula prohibitiva del anterior contrato de compraventa, siendo claro al respecto que la conducta de la arrendadora, en su calidad de parte compradora en el contrato inicial, represento un evidente incumplimiento de aquella cláusula, cuyos efectos sancionadores venían especificados en la propia cláusula: resolución automática de la compraventa y la perdida del precio satisfecho, de la propiedad del local y de las obras realizadas, pero sin que tales efectos pudieran hacerse extensivos, como era lógico, al contrato celebrado por la parte compradora, vulnerando la cláusula prohibitiva, a la cual, de ningún modo, cabe asignarla el carácter de "estipulación en favor de tercero". Aun cuando el arrendatario conociese la prohibición, su facultad de contratar no permite asimilarla en absoluto, al supuesto de abuso de derecho o de ejercicio antisocial del mismo que contempla el Art. 7.2 del Código, ya que su conducta no permite encuadrarla dentro de los elementos esenciales que jurisprudencialmente, han de concurrir en el expresado instituto.".

      Y al no tener el carácter, dicha limitación a la facultad de disponer, de "estipulación en favor de tercero" negó legitimación a los vecinos farmacéuticos, para solicitar la resolución del contrato de arrendamiento.

. perdida de eficacia por el paso del tiempo.

      El problema es estudiado por la ya reiterada sentencia de 26 de Julio de 1993 en ella se estudio el siguiente supuesto: "A" vendió un inmueble al Ayuntamiento "B" imponiéndole la limitación de que pudiera disponer del mismo para otros fines que no fueran los deportivos. Pasados cincuenta años la corporación vendió el inmueble a un tercero y los herederos de "A" solicitaron ser indemnizados por los daños y perjuicios ocasionados. El TS denegó su petición y sentó que la prohibición de disponer ilimitada en el tiempo:

"...en su propia naturaleza y finalidad es contraria a la esencia de la facultad más propia del dominio y, ciertamente, que la doctrina va encaminada a proteger exclusivamente los derechos que sean legítimos y "ad exemplum" la S 19-12-1985, incluso dentro del  ámbito obligacional, considera que la perpetuidad es opuesta a la naturaleza de la relación obligacional al constituir una limitación de la libertad que debe presidir la contratación, que merece ser calificada como atentatoria al orden jurídico.". 

Añadiendo:

"....toda vez, que la libertad de pacto no constriñe a perpetuidad al consentimiento de mutilación de una esencial facultad del dominio, cuando la obligación de mantener inútil esa facultad se ha agotado en el tiempo haciéndose imposible o muy irritante su respeto en función del cambio trascendental e imprevisible de las circunstancias existentes en el momento en que tal mutilación se convino, en el que no ha tenido parte la voluntad de las partes, y sobre todo, del que no se deriva un dañó patrimonial para el vendedor o sus descendientes......".

Además:

 "...el fin causal negocial se agotó en función de circunstancias trascendentes e imprevisibles, por lo que el incumplimiento de esa condición de no enajenar para fin o destino distinto al deportivo, no comporta, en absoluto, la existencia de un perjuicio para el vendedor que cobró su precio justo y negociado, por lo que no se ha dejado al arbitrio del comprador el cumplimiento de esa prohibición que se ha respetado durante cincuenta años que en materia urbanística es un tiempo razonablemente atendible....".

. inscribibilidad, Art. 26 y 27 de la L.H.

      En cuando a su inscripción es fundamental distinguir entre prohibiciones impuestas en actos a título gratuito u oneroso. Para las primeras dispone el Art. 26 p 3 de la L.H.:

"Las prohibiciones de disponer o enajenar se harán constar en el registro de la Propiedad y producirán efecto con arreglo a las siguientes normas:

3º) Las impuestas por el testador o donante en actos o disposiciones de última voluntad, capitulaciones matrimoniales, donaciones y demás actos a título gratuito, serán inscribibles siempre que la legislación vigente reconozca su validez.".

      Sin embargo para las impuestas a título oneroso, el Art. 27, dispone:

"Las prohibiciones de disponer que tengan su origen en actos o contratos de los no comprendidos en el articulo anterior, no tendrán acceso al registro, sin perjuicio de que mediante hipoteca o cualquiera otra forma de garantía real se asegure su cumplimiento.".

      Roca Sastre critica esta inaccesibilidad al registro por lo absurdo que resulta el que no puedan establecerse prohibiciones dispositivas y en cambio pueda conseguirse su mismo resultado por medios indirectos como el establecimiento de condiciones suspensivas o resolutorias.

      Por ello la D.G.R.N. en resolución de 4 de Noviembre de 1968, ha negado la inscribibilidad de una prohibición de disponer que había sido enmascarada bajo la forma de una condición resolutoria para el caso de producirse una posterior venta.

      En cuanto al caso de no haber accedido la prohibición al Registro y haberse transmitido el bien a un tercero habrá  que separar:

      1) Si se trata de una prohibición de disponer inscribible:

      a) cuando el tercero conocía su existencia, se verá afectado, pues aunque el Registro guarde silencio, su finalidad de publicidad no es necesaria, pues el tercero ya conocía la prohibición.

      b) Cuando no la conocía, su adquisición será  valida.

      2) Si se tratara de prohibiciones no inscribibles, dice Diez Picazo (Sistema de Derecho Civil. Tomo III);

"La prohibición de disponer en actos o negocios a título oneroso no es en principio oponible a terceros, queda como un convenio entre las partes por el que una de ellas tiene derecho a exigir una determinada conducta negativa de la otra (que no disponga) cuyo incumplimiento determinara la exigencia de daños y perjuicios. El tercero, en consecuencia, no se verá afectado en su adquisición. Pero si ese tercero tiene conocimiento de la prohibición, no hay duda de que ha cooperado con el obligado a la frustración del derecho del acreedor de la prestación, por lo que deber  responder también de daños y perjuicios. Más problemático es que el acreedor pueda pretender la nulidad de la adquisición, aunque creemos que si pues la mala fe no puede prevalecer (sentencia de 16 de Febrero de 1973).".

      Y en el mismo sentido Navarro Viñuales (O.P. citada) p g. 25;

"....su incumplimiento origina una obligación de indemnizar los daños y perjuicios causados; esto es la prohibición de disponer en este caso deviene una obligación de no disponer. No tiene efectos reales en si misma considerada ni puede adquirirlos vía Registro de la Propiedad, al no poder acceder al mismo.".

      En contra sin embargo se pronuncia Francisco Javier Gómez Gallido en su libro "Las prohibiciones de disponer en el Derecho Español". (Colegio de Registradores de la Propiedad y Mercantiles de España, 1992, p g. 60).

. prohibiciones de disponer y enajenaciones forzosas.

      Este punto es también tratado en el tema 29 en el epígrafe relativo a las limitaciones del dominio. Cuando un inmueble sobre el que recae una prohibición de disponer se ve sujeto a una venta forzosa derivada de un embargo, las consecuencias según las distintas posturas doctrinales, serán distintas:

      1) Amorós Guardiola opina que habrá  de atenderse a la fecha del asiento de inscripción de la prohibición y a la fecha de la anotación preventiva de embargo en el Registro de la propiedad para hacer prevalecer una u otra.

      2) Diez Picazo considera que esta opinión no es la mas correcta desde el punto de vista civil y cree mejor: 

"admitir la posibilidad del embargo, pero no la ejecución subsiguiente hasta que hubiese desaparecido la prohibición de disponer. Lo contrario facilitaría en extremo la violación de la prohibición; bastaría que el afectado contrajese una deuda o la simulase para que se desatase el proceso de ejecución contra el bien sujeto a la prohibición.".
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